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			Introducción

			La crisis económica y de empleo, con graves consecuencias sociales, dura siete años, desde 2008. Las políticas sistemáticas de austeridad, regresivas en lo social y prepotentes en lo político, se aplican desde el año 2010. El paro masivo y la corrupción son las principales preocupaciones de la población. Frente a la ampliación de la desigualdad social, el autoritarismo y la corrupción se ha generado una importante respuesta cívica. Existe una mayoría social indignada con los recortes sociales y laborales y el déficit democrático de las élites gobernantes. La ciudadanía descontenta está en desacuerdo con la involución social y democrática impulsada por las élites económico-financieras e institucionales que tienen poca legitimidad social. 

			Se ha conformado un nuevo ciclo de la protesta social, un amplio movimiento popular progresista, con altibajos pero persistente en estos cinco años. Esa ciudadanía activa es heterogénea y está articulada por diversas plataformas asociativas y movimientos sociales. El empoderamiento de la ciudadanía crítica y la amplia deslegitimación social de las élites políticas, responsables de una gestión antisocial y prepotente, plantean un nuevo escenario sociopolítico. Se ha ido generando un amplio rechazo social frente a una estrategia conservadora de la crisis, con un reparto injusto de sus costes y una dinámica autoritaria, a menudo, corrupta. Ese proceso de activación popular necesita una mayor consolidación. 

			Esta dinámica sociopolítica ha cristalizado en un electorado indignado, con la emergencia de Podemos y el ascenso electoral de otras fuerzas alternativas. Según diversas encuestas electorales se produce casi un cuádruple empate. Por una parte, con el desgaste del bipartidismo gobernante (PP y PSOE), con una amplia desafección, primero hacia el partido socialista y luego hacia el partido conservador. Por otra parte, con la configuración de una similar representatividad electoral de un polo alternativo, algo fragmentado pero hegemonizado por Podemos. A un nivel similar a los dos primeros y superando a Podemos, el otro partido emergente, Ciudadanos. La evolución económica y política, la participación cívica, la credibilidad ciudadana de los distintos actores y los procesos de legitimación social de sus estrategias van a definir las posibilidades y el tipo de cambio social, económico y político para las próximas elecciones generales, cuyo anticipo ya se ha producido en las recientes elecciones locales y autonómicas. Todo ello va a condicionar la gestión institucional y las actitudes sociales hasta el final de esta década, incluyendo el modelo de construcción europea.

			Esta nueva fase sociopolítica incorpora un nuevo reto: se puede romper la hegemonía institucional de las derechas y abrir un periodo de cambio profundo, democratizador en lo político y progresista en lo social y económico, con nuevas fuerzas alternativas y nuevos reequilibrios políticos, con un nuevo papel de la socialdemocracia y las izquierdas. Se abre la oportunidad en España de un cambio alternativo de Gobierno, con acuerdos de progreso, iniciados en el ámbito municipal y autonómico, rompiendo la simple alternancia bipartidista de estas décadas, con el proyecto de una democracia social y participativa que disminuya la desigualdad y garantice una gestión justa de la crisis.

			La actual pugna sociopolítica, cultural y electoral la contemplamos en términos de ciudadanía activa o movimiento popular frente al poder oligárquico o élites dominantes. La opción es una democracia social. Está basada en dos pilares fundamentales: igualdad (justicia social y giro socioeconómico igualitario) y democracia (libertades, derechos y participación cívica). Los dos elementos están entrelazados. El cambio democrático, institucional y político debe ir indisolublemente unido con su contenido social y económico igualitario. Debe defender los derechos sociales y laborales, la mejora de las condiciones de vida, trabajo y protección social y abordar una redistribución pública con la mejora de unos servicios públicos de calidad. Su tarea central es doble: por un lado, poner coto a la desigualdad, las ventajas y los privilegios de unos pocos, y favorecer a las capas populares; por otro lado, incrementar la participación cívica, garantizar el respeto de las instituciones y élites políticas a los compromisos sociales y democráticos con la ciudadanía y llevar a cabo una profunda democratización y limpieza del sistema político.

			Este texto explica las características de estas tendencias sociales, culturales y políticas y las opciones para el cambio institucional y socioeconómico en España, en el marco europeo. Para profundizar en su significado, realiza una valoración crítica de los discursos más significativos sobre la contienda política, así como de las nuevas teorías interpretativas de los movimientos sociales y la dinámica del cambio social y político, incluyendo la teoría populista. Aporta, desde una perspectiva transformadora, algunas claves teóricas para avanzar en una comprensión más profunda del nuevo ciclo sociopolítico y sus principales actores.  

			El primer capítulo analiza las respuestas ciudadanas en defensa de los derechos sociolaborales y democráticos y la importancia de los cambios culturales y de comunicación, así como el proceso de indignación social, sus principales actores y su impacto sociopolítico y electoral, incluyendo la expectativa del cambio institucional. El segundo realiza una valoración crítica de las teorías explicativas de la protesta social, la contienda política y los movimientos sociales, para avanzar en un enfoque relacional e histórico que permita una mejor interpretación de las dinámicas de movilización social, cambio cultural y legitimación pública y favorezca una posición transformadora. El tercero explica el significado de Podemos, como fenómeno sociopolítico y discurso, las condiciones y las posiciones sobre el cambio político, desde la idea de profundizar en la unidad popular y el empoderamiento de la ciudadanía y con los objetivos de avanzar en la igualdad y la democracia, con especial hincapié en los cambios simbólicos y de discursos y el significado de las izquierdas. El cuarto expone cómo se construyen las identidades populares, el papel de las ideas, los discursos y la participación sociopolítica, y se profundiza en los conceptos de cultura popular y hegemonía. Por último, el quinto capítulo evalúa críticamente la teoría populista, particularmente su ambigüedad ideológica, aunque destaca la importancia del conflicto social con un contenido sustantivo emancipador, igualitario y democrático y la acción por la hegemonía cultural y política de las fuerzas alternativas y de izquierda; termina con un análisis sobre la influencia de la teoría populista en Podemos y su caracterización político-ideológica. 

		

	
		
			Capítulo I

			El proceso de cambio social y político

			¡Indignaos!(S. Hessel, 2011. p. 1).

			No podrán con nosotros, porque somos la gente.(Las uvas de la ira, J. Steinbeck, 1939 y J. Ford, 1940).

			¿Cómo puede la sociedad recuperar el control de las fuerzas de la economía, que durante la Revolución industrial fueron abandonadas en manos del mercado autorregulado, sin abandonar a la vez la libertad? (Polanyi, 1944).

			El pacto keynesiano y el estado de bienestar fueron una respuesta al interrogante de Polanyi. La solución era que la sociedad debe recuperar el control de la economía mediante la acción política y la democracia. Significa su regulación pública en función del bienestar de la sociedad y garantizar mayor igualdad y libertad para el conjunto. Inevitablemente, supone restringir la inmensa libertad de los mercados financieros, o sea, impedir la prioridad absoluta de la propiedad privada y asegurar los derechos de la ciudadanía frente a su dependencia respecto del beneficio privado de unos pocos (Álvarez-Uría y Varela, 2004). Ahora el poder económico-financiero con la colaboración de las capas gobernantes están consolidando la ruptura a su favor de ese equilibrio, y una minoría oligárquica controla los recursos. Y lo hacen en nombre de «su» libertad para aumentar sus beneficios y su poder, en perjuicio de la libertad, la no dominación y la igualdad del conjunto de la sociedad (Antón, 2009, 2012).

			En el ámbito socioeconómico hemos expuesto el agravamiento de la desigualdad y las brechas sociales (Antón, 2014a, 2014b, 2014d). El reconocimiento académico e institucional del incremento de la desigualdad social (Antón, 2015; Piketty, 2014; Stiglitz, 2012), la financiarización de la economía (Alonso y Fernández, 2012) y su falta de modernización (Navarro, 2006), en el actual contexto de crisis y estancamiento económico de la eurozona, hacen más necesario un cambio de modelo, más sostenible, y unas profundas reformas progresivas para su mejora (Flores, 2014; Navarro et al., 2011). No vamos a entrar en su detalle. El hilo conductor de este capítulo se va a centrar en el análisis del movimiento cívico y su impacto sociopolítico en respuesta a esa problemática, en la pugna sociocultural y comunicativa por la legitimación social de los distintos actores. A partir de ese contexto socioeconómico regresivo y la percepción ciudadana de la involución social y democrática de las élites institucionales dominantes optamos por la referencia de las dos citas de Hessel y Steinbeck, arriba mencionadas, con fuerte carga moral y determinación de cambio. 

			La protesta social progresista ha adquirido en España un nuevo carácter y una nueva dimensión (Adell, 2013; Antón, 2011, 2013; Brito, 2013; Cruells e Ibarra, 2013; Del Río, 2012).

			La actitud ciudadana de indignación social se conforma en varias etapas, con la combinación de dos tipos de motivos y demandas populares –socioeconómicas y democráticas–, una profunda transformación cultural y de sistemas de comunicación y redes sociales, así como la expresión de una masiva protesta social progresista con nuevos y renovados sujetos sociopolíticos (Antón, 2014c). 

			La formación de esa conciencia cívica de indignación no surge en un momento, es un proceso acumulativo; cobra un fuerte impulso con los dos acontecimientos y etapas de mayor impacto en la gente: primero, con el comienzo de la crisis económica y sus graves e injustas consecuencias, con un fuerte y masivo descontento popular; segundo, a partir del año 2010 se produce un paso cualitativo y se añade el desacuerdo popular y la oposición sociopolítica y sindical a las políticas de austeridad y sus gestores gubernamentales y europeos. Y es en el año 2011 cuando emerge el nuevo movimiento de los «indignados» o 15-M.

			Al malestar socioeconómico y la exigencia de responsabilidad hacia los mercados financieros y el poder económico, se añade la indignación por la gestión regresiva de las principales instituciones políticas, la clase gobernante y su déficit de democracia. Esa doble indignación de una amplia corriente social, al juzgarla desde valores democráticos e igualitarios, refuerza una actitud progresista de oposición ciudadana y exigencia de cambios. Se favorece y legitima la acción colectiva de una ciudadanía más activa. Es un factor de fondo que permanece.

			Estamos ante un nuevo ciclo sociopolítico, en una pugna social prolongada derivada, por una parte, de una ofensiva antipopular del poder económico e institucional y, por otra parte, de una resistencia cívica con una nueva y heterogénea dinámica de movilización social, con fuerte impacto político. Este proceso se ha configurado con la interacción de tres dinámicas paralelas: una amplia indignación popular, una nueva dimensión de la protesta colectiva y la expresión de distintos grupos de activistas o representantes sociales y políticos como cauce para expresar públicamente ese descontento. 

			Se ha conformado una ciudadanía activa, un movimiento social diverso pero con unos perfiles comunes. Se confronta con el agravamiento de los problemas socioeconómicos y políticos (consecuencias de la crisis, políticas de recortes sociales y austeridad, clase gobernante con déficit democrático) y la gestión regresiva de unos adversarios poderosos (élites dominantes). De ahí que sus movilizaciones y propuestas tengan un doble objetivo, progresista en lo socioeconómico y democratizador en lo político. Todo ello se articula en un proceso pacífico, de participación democrática y con gran legitimidad ciudadana. Se conforma un nuevo campo social crítico frente a los poderosos y tiene implicaciones en el ámbito político electoral. Su impacto y su horizonte apuntan a un cambio social, cultural y político más justo y democrático y, al mismo tiempo, canaliza acciones reivindicativas más concretas. 

			Dejamos al margen otro tipo de movilizaciones o acciones de protesta, como las dinámicas nacionalistas o soberanistas (aunque algunas de ellas como en Cataluña tienen relación con esta problemática) o las de carácter conservador (incluidas las promovidas por la jerarquía católica).

			Por tanto, estamos abordando interrogantes sobre esta contienda sociopolítica y el nuevo movimiento popular de carácter social, pacífico y democratizador: quiénes, frente a quién, por qué, cuándo, cómo y para qué. Aquí se analizan estas cuestiones básicas, explicando el origen, la formación y las características de la indignación, la protesta social y su representación, en este nuevo ciclo sociopolítico, los desafíos de este movimiento social progresista y su impacto en el cambio político e institucional. 

			1.	Una nueva etapa sociopolítica

			El ciclo de la protesta actual comienza en el año 2010, no en 2011, que es cuando sí se expresa el movimiento 15-M, como nuevo sujeto emergente, iniciando la segunda fase del ciclo actual. El nuevo proceso sociopolítico de movilización social contra la involución social y democrática que significa el giro hacia la austeridad de las principales instituciones europeas y españolas, tiene su origen más masivo con la huelga general del 29 de septiembre de 2010 (con grandes manifestaciones a principios de ese año contra el plan gubernamental inicial de recorte de las pensiones y los primeros indicios del giro institucional europeo hacia la política de austeridad). Por tanto, al definir el ciclo de la protesta actual o de la indignación de hoy no se pueden desconsiderar la resistencia social y los elementos expresivos desencadenados ese primer año, que conforman la novedad de la activación de un amplio movimiento de protesta, encauzado inicialmente por el movimiento sindical. Los grandes sindicatos son una organización clásica, pero en esa coyuntura rompen con la inercia de la década anterior, de relativa pasividad, y constituyen un factor relevante de cambio sociopolítico progresista. En ese momento, adoptan, con discontinuidades, una nueva actuación crítica y movilizadora, con la activación democrática de millones de personas contra los recortes sociolaborales y la configuración de un nuevo campo social emergente diferenciado de la clase política gobernante y su giro antisocial. 

			El masivo descontento e indignación social (aunque ese nombre se popularizó después) se va conformando desde comienzos de la crisis socioeconómica, por la percepción de amplias capas de la sociedad de la gravedad de las consecuencias sociales de la crisis socioeconómica (paro, jóvenes sin futuro, empobrecimiento, primeros desahucios...) y su carácter injusto. A ello se le añade el rechazo a las medidas regresivas y de austeridad (recortes sociales y laborales) del Gobierno Zapatero (mayo y junio) y la frustración entre sectores populares y de izquierda social por su giro antisocial y el incumplimiento de sus compromisos con la ciudadanía. Las primeras encuestas del CIS donde ya se refleja la importante desconfianza ciudadana en la «clase política» datan de julio y octubre de 2010. La respuesta colectiva la encauza, primero, el movimiento sindical: el 29-S (al menos, cuatro millones de huelguistas, cientos de miles de manifestantes, antes y después, y más del 60% de la opinión pública contra la reforma laboral del gobierno) ya expresa una amplia brecha social con «esa» clase política, gestora de los recortes. Se abre un nuevo escenario sociopolítico con la emergencia de un campo social progresista y democratizador diferenciado del Gobierno socialista (y después de la derecha). 

			En consecuencia, en el año 2010 se inicia un nuevo ciclo sociopolítico, con una masiva protesta colectiva o resistencia social frente a la política de austeridad gubernamental y la desconsideración de las demandas populares. Se genera una amplia movilización ciudadana, con un doble contenido: socioeconómico (contra el paro, los recortes sociales y el retroceso de condiciones laborales y derechos sociales) y sociopolítico (frente a la gestión antisocial de la clase política gobernante y por un mayor respeto democrático a la opinión ciudadana y de los agentes sociales, con una amplia participación popular) (Antón, 2011).

			Por tanto, en otoño de 2010 se empiezan a constituir los rasgos principales de este nuevo ciclo de la protesta colectiva: 1) amplia conciencia social de una situación injusta y una gestión económica y política regresiva y antisocial, es decir, la configuración de una amplia corriente social descontenta e indignada; 2) percepción de un bloque de poder, con los responsables o causantes contra los que se dirigen el descontento y las  exigencias (Gobierno o clase política gobernante, poder económico y financiero, troika e instituciones de la UE –Bruselas, Berlín y Frankfort–, élites ricas o poderosas...); 3) amplia movilización colectiva de una ciudadanía activa progresista, con unos agentes sociales definidos (primero el sindicalismo, luego el movimiento 15-M y después ambos y distintas plataformas asociativas) y un «empoderamiento» de la ciudadanía crítica, como sujeto activo (sí podemos), frente al fatalismo y la resignación (no hay alternativas, ni margen de maniobra), y con capacidad de influencia; 4) motivos socioeconómicos (contra la austeridad y los recortes sociolaborales...) y políticos (otra gestión política, respeto gubernamental a los compromisos sociales, democratización...), donde se combinan objetivos más concretos (reforma de la ley electoral, transparencia frente a la corrupción, No a la reforma laboral, No a los desahucios, empleo decente...) y más generales (rectificación de la política de austeridad, cambio global, derechos sociales, más democracia...). 

			El encadenamiento de los cuatro tipos de factores, distintivos del periodo actual, marca la orientación y la identificación social, democrática y progresista de estas protestas sociales. Se producen desde la esfera social hacia (o frente a) las medidas y estrategias liberal-conservadoras y el déficit democrático de las grandes instituciones políticas; generan una brecha social con la clase política gobernante, conformándose un nuevo y más amplio campo sociopolítico progresista distanciado del Gobierno socialista, gestor inicial de una política regresiva, y luego del Gobierno conservador. 

			Lo que cambia en la primavera de 2011 es el carácter y el protagonismo de los principales actores que encauzan la expresión colectiva de esa indignación: de las estructuras de los grandes sindicatos pasa al movimiento 15-M. No obstante, el año 2012 se produce un entrecruzamiento más complejo entre ambos actores y dinámicas, incluyendo formas mixtas como las mareas ciudadanas (enseñanza y sanidad). Y finalmente, en el curso 2013-2014, junto con el menor protagonismo global de esos dos movimientos, se desarrollan conflictos sociales diversos y se generan grandes movilizaciones a través de coordinaciones diversas de numerosas asociaciones, incluyendo sindicalistas y activistas de ambos (Cumbre Social, con los grandes sindicatos y más de mil organizaciones en el 23 de noviembre de 2013, y la Marcha de la Dignidad, con el apoyo de cientos de grupos sociales y sectores de izquierda en el 22 de marzo de 2014). 

			El movimiento popular, con altibajos, permanece y va cambiando la composición y las características de los núcleos y coordinaciones asociativas capaces de encauzar las grandes expresiones colectivas de la indignación ciudadana. Se hace evidente la complejidad, a veces no exenta de tensiones, para estimular y conjuntar procesos amplios y configurar una élite asociativa democrática que favorezca la coordinación y representación (o portavocía) unitarias y con respeto al pluralismo interno. 

			2.	Cambios culturales de los jóvenes indignados

			En el campo cultural e ideológico, se han generado nuevas ideas y mentalidades en la izquierda social o las dinámicas populares y, particularmente, entre gente joven, que han tenido un evidente impacto en los resultados electorales y los explican en gran medida. La cultura democrática y de justicia social de la ciudadanía progresista o los valores igualitarios y solidarios de los sectores juveniles más inquietos, se confrontan con las nuevas realidades socioeconómicas y políticas. Ante la gestión institucional y económica antisocial e impositiva de las élites gobernantes, se desarrolla una nueva conciencia social crítica sobre componentes sistémicos: desconfianza en el poder económico e institucional y las élites dominantes (responsables de la crisis y la gestión regresiva); pertenencia al segmento de los de «abajo», los perjudicados y desfavorecidos; reafirmación de la indignación ciudadana desde la cultura igualitaria de la justicia social, y legitimación de la acción colectiva, progresista y democrática, frente a la involución social y política. Esas percepciones se van consolidando y conforman una nueva visión, a diferencia de la mentalidad dominante en el periodo anterior, sobre la estructura social, el poder económico e institucional y los mecanismos y agentes con influencia sociopolítica y democrática. 

			Se produce un choque entre el deterioro de las realidades socioeconómicas y políticas dominantes y los intereses y la conciencia democrática y de justicia social de la mayoría de la ciudadanía. Así se generan elementos culturales emergentes que afectan a la percepción de la nueva cuestión social y la necesaria regeneración democrática. Y, dado el bloqueo institucional junto con la responsabilidad del anterior Gobierno del PSOE por su giro antisocial, se abre paso la iniciativa popular y la protesta colectiva. Hay una relativa orfandad en la representación política, corregida parcialmente en las últimas elecciones europeas y después en las municipales y autonómicas. Pero se reafirma la cultura democrática e igualitaria. La existencia de unas estructuras de movilización y la construcción de otras nuevas permitirán articular esas protestas colectivas. Están enmarcadas, por una parte, por las agresiones de los poderosos, con sus potentes recursos institucionales, económicos y mediáticos, y el intento de subordinación de la ciudadanía. Por otra parte, por el descontento social derivado del sufrimiento, el empobrecimiento y la incertidumbre vital de la mayoría de la sociedad y, especialmente, de los jóvenes. El acierto en la elección del momento, los lemas, los repertorios de acción y los cauces expresivos será un complemento fundamental para lograr la masividad, la persistencia y la orientación social y democrática de un amplio movimiento de protesta colectiva y su impacto electoral.

			Los sentimientos humanitarios y solidarios, típicos de los jóvenes inconformistas de los años noventa y primeros dos mil, se enfrentan a una nueva realidad, y se modifican y profundizan. No se trata solo, o principalmente, de respuestas a problemas «externos» a su realidad inmediata sobre los que se movilizan y solidarizan para paliarlos o mejorarlos. La anterior experiencia solidaria se situaba en un contexto determinado, aun con sus límites, algo favorable: crecimiento económico y de empleo, desarrollo social, cultural y de derechos, así como expectativas laborales, individuales y colectivas de ascenso social y profesional; todo ello aunque fuese lento y desde la precariedad laboral. Con la crisis del empleo y los recortes sociales, esas trayectorias de mejora progresiva del estatus socioeconómico y político de los jóvenes se bloquean y, mayoritariamente, perciben las dificultades y los retrocesos para ellos mismos y su entorno. La injusticia social (el paro, los recortes sociolaborales, los desahucios, la gestión institucional regresiva...) les afecta directamente y de forma profunda y duradera. 

			Con la crisis socioeconómica y la gestión política antisocial, su experiencia, sus ideas, sus intereses inmediatos y su horizonte vital e ideológico cambian. El motivo de su protesta es directo: sobre todo, evitar para ellos mismos y su entorno inmediato un retroceso de su posición social y garantizar su futuro. En ese sentido, su conciencia y su comportamiento tienen que ver más con la igualdad social y la democracia, que son los dos elementos sistémicos cuestionados por el poder económico y político. La solidaridad se fortalece por la pertenencia común a los perdedores, las relaciones interpersonales y la reciprocidad de los propios sujetos afectados y la comprensión y el apoyo colectivo entre ellos. La conciencia sobre los obstáculos o los adversarios se van reconfigurando, se debilita la visión normalizada de la capacidad de gestión positiva (u ordinaria) de las grandes instituciones y los líderes gobernantes. Esa deslegitimación política del poder o las élites se contrapone con una participación activa y un apoyo a la protesta social, con la legitimidad de agentes sociales significativos.

			En consecuencia, las ideas sobre estos elementos sistémicos, de los jóvenes avanzados socialmente, al igual que la misma generación de la década anterior, se siguen basando en la cultura democrática, igualitaria y solidaria, pero se confrontan con otra realidad, se renuevan y reafirman. Ello da lugar a otras ideas fuerza, a la transformación del sentido y la implicación práctica de esos valores. Y los jóvenes indignados de ahora expresan nuevas actitudes sociopolíticas y formas masivas de comunicación y protesta. 

			Este proceso y su contexto son diferentes a la etapa de los años ochenta con los movimientos sociales viejos –sindicalismo– y nuevos –pacifista, feminista, ecologista...–. Sobre todo, tienen componentes distintos a los de la fase prolongada de desmovilización social desde mitad de los años noventa hasta el año 2010, junto con el debilitamiento de la capacidad movilizadora de los anteriores movimientos sociales. En general, en ese largo periodo, los llamados movimientos sociales languidecen, aunque persisten en un trabajo asociativo de base. Entre los jóvenes solidarios predomina la participación a través de asociaciones y ONG, con temáticas más concretas y gestión asistencial y sociocultural. La excepción en la protesta social progresista se produce, especialmente, en el breve periodo de reactivación de la movilización ciudadana entre 2002 y 2004: solidaridad internacional, asunto Prestige, huelga general, instrumentalización antidemocrática del gobierno del PP y, sobre todo, movilizaciones contra (la presencia española en) la guerra de Irak. Esa coyuntura tiene muy diferente situación económica, pero presenta elementos sociopolíticos parecidos a los actuales: prepotencia del Gobierno conservador de Aznar, con actuaciones regresivas graves, y respuesta ciudadana masiva, sobre todo desde la esfera social (plataformas y foros sociales), junto con la participación de izquierdas políticas y sindicatos, así como el resto de tejido asociativo y personalidades del mundo cultural. 

			A pesar de todas las campañas de contención, minusvaloración y desprestigio, promovidas desde los poderes económicos e institucionales y sus correspondientes aparatos mediáticos, en los ámbitos progresistas y de izquierda se ha conseguido un consenso, particularmente entre los jóvenes, sobre la valoración positiva de esta nueva realidad de la protesta social o las resistencias colectivas, de su carácter democrático y social. Se asienta en su amplia legitimación social y el cuestionamiento a los políticos gobernantes. No obstante, existen otros aspectos complementarios, novedosos y más controvertidos, ya aludidos, y que resumimos: 

			1)	Las movilizaciones ciudadanas de protesta o resistencia colectiva tienen un cauce y una representación social, inicialmente, doble (sindical y 15-M) y luego más diversos y complejos: dinámicas mixtas, similares o aliadas como cumbres sociales, mareas ciudadanas, plataforma contra los desahucios, Marcha de la Dignidad, etc. y nuevas articulaciones de grupos sociales y distintas plataformas ciudadanas. Todo ello conforma un entramado asociativo que, con ocasión de las grandes movilizaciones, ha conseguido superar su fragmentación y ofrecer un cauce unitario. La composición de esa ciudadanía activa, de esas bases sociales más participativas, es doble: una parte proviene de la izquierda social (bases adultas y jóvenes de los sindicatos, la izquierda política y otros grupos y movimientos sociales, incluidos desafectos y votantes del PSOE); otra parte proviene de nuevas capas sociales y jóvenes (progresistas), con menores referencias ideológicas y políticas, y de elementos del movimiento asociativo anterior. Aunque también existe una base social común o mixta y una amplia ciudadanía indignada que comparte objetivos e iniciativas comunes.

			2)	Las movilizaciones se promueven y producen desde la esfera «social», precisamente frente a un Gobierno socialista y después de la derecha, es decir, frente a la clase política gobernante y el bipartidismo, responsables de la gestión institucional regresiva. La dimensión y la persistencia de la movilización social desmienten a todos los agoreros de su declive inmediato, su minusvaloración o su carácter «pasional» y evanescente. No constituyen una fuerza social suficiente para imprimir un giro económico e institucional sustancial, pero articulan una significativa presión social que condiciona la agenda política, erosiona la legitimidad de los poderosos y sus políticas regresivas y fortalece unas mentalidades democráticas e igualitarias; todo ello es imprescindible para el cambio social y político, y positivo para la renovación de las izquierdas y fuerzas progresistas. La irrupción de un amplio electorado indignado en las elecciones europeas demuestra la cristalización en el ámbito político-electoral de un amplio campo crítico, sobre todo juvenil, que ha fortalecido un potente polo de referencia a la izquierda de la socialdemocracia.

			3)	El contenido, los objetivos o los motivos de este proceso de movilización popular progresista se fundamentan en dos planos, socioeconómico y sociopolítico e institucional: la oposición al carácter regresivo de la política socioeconómica (el reparto injusto de los costes de la crisis) y una gestión política con poco respeto democrático a la ciudadanía y su electorado. Denotan una amplia conciencia (o cultura) cívica, democrática y de justicia social y apuntan a la crítica y la transformación de componentes socioeconómicos y políticos, inmediatos y sistémicos.

			Las movilizaciones sindicales y ciudadanas, con una fuerte composición joven, de este ciclo nacen con un perfil progresista, en lo social y lo económico, y democratizador, en lo político. Cuentan con una gran legitimidad ciudadana, cuestionando consensos institucionales fundamentales sobre este régimen político y el aparato económico de las últimas décadas. Las dos ideas fuerza están presentes en las distintas expresiones de este proceso participativo, aunque de forma algo diferente en cada campaña e iniciativa con mayor o menor protagonismo de unos u otros activistas y representantes y, por último, también se han expresado en el ámbito electoral y de la representación política. 

			Esas ideas, razones o motivos están presentes en la mayoría de la gente, particularmente de los jóvenes, y responden a problemas sustanciales de la sociedad. No son solo «emociones» vaporosas o líquidas. Se asientan en unos valores de justicia social y permiten identificar las protestas sociales con un sentido emancipador, pacífico, democrático, popular y de izquierdas... y enfrentadas a los poderosos. Es un proceso que da una respuesta a realidades profundas y duraderas (sólidas), como la crisis social y la pérdida de derechos, la apropiación de riqueza y poder de los poderosos con fuerte desigualdad social y la deslegitimación del sistema político y la élite gobernante. Al mismo tiempo, expresan la aspiración a una dinámica más justa y democrática. 

			La persistencia y legitimidad de la protesta social progresista y la amplia cultura democrática y de defensa de los derechos sociolaborales permite afirmar que hay suficientes apoyos ciudadanos para dar soporte a la constitución de un bloque social, político y electoral a la izquierda del partido socialista, reequilibrar la representación política hacia posiciones alternativas y apostar por el desalojo de la derecha del poder institucional y por el cambio político en los próximos procesos electorales.

			3.	Irrumpe el electorado indignado

			Tres son los resultados más significativos de las elecciones europeas en España del año 2014: la emergencia de un amplio electorado indignado y transformador; el fracaso del proyecto del aparato socialista, que ha cosechado el peor resultado de su historia; el declive del apoyo electoral a la derecha. Los tres fenómenos están encadenados. Por un lado, se ha mostrado la existencia de un rechazo masivo a la política de austeridad y recortes sociales, el paro masivo, el reparto desigual de los costes de la crisis, así como a la gestión antisocial e impositiva de las élites gobernantes. Por otro lado, se ha confirmado el refuerzo de un electorado crítico, a la izquierda del partido socialista, que se opone a esa dinámica regresiva y exige una política social y económica más justa y la democratización del sistema político. La decadencia del bipartidismo se combina con el fortalecimiento de fuerzas alternativas.

			3.1.	Desgaste del bipartidismo gobernante y un nuevo polo alternativo

			Respecto de las elecciones europeas del año 2009, es decir, en los últimos cinco años de crisis socioeconómica y gestión política impopular y autoritaria (primero del PSOE y después, de forma más dura, del PP), el bipartidismo gobernante ha perdido más de cinco millones de votantes (más de 2,5 millones cada uno y con similar participación); entre ambos han pasado del 80% de los votos a menos del 50% (cuatro millones el PP y algo más de tres y medio el PSOE). Todavía representan a cerca de la mitad del voto válido, pero es evidente y positiva la consolidación de una amplia desafección popular a esa clase gobernante y su política de recortes.

			El descenso de apoyo ciudadano es todavía más significativo en el PSOE, que ha perdido más del 40% de su electorado. Si en las elecciones generales del año 2011 había perdido diez puntos respecto al año 2009, y muchos consideraban que había tocado suelo, ahora ha vuelto a descender otros cinco puntos (y un millón de votos), hasta quedar en el 23%, sin que se pueda aventurar que sea su último peor dato.

			Por el contrario, el electorado indignado y transformador ha superado los tres millones: 1,56 millones, Izquierda Plural –IU, ICV, Anova, Batzarre...–; 1,24, Podemos, y 0,30, Primavera Europea –Equo, Compromís y Chunta Aragonesista–. El conjunto está cerca del 20% del total. Si a este bloque de izquierdas le sumamos la izquierda nacionalista (catalana –ERC–, vasca –Bildu, Aralar, EA– y gallega –BNG–), con cerca de otro millón, la suma es de cuatro millones (26%), similar a los votos del PP (26%) y más que los del PSOE (23%). Este electorado a la izquierda de la socialdemocracia está fragmentado, particularmente entre esas dos partes; no obstante, también existen experiencias de acuerdos parciales, entre ellas en Cataluña, Galicia o Navarra. Luego volvemos sobre el desafío para su unidad y consolidación. Ahora analizamos su conformación y su impacto. 

			El asunto relevante que se ha expresado en este proceso electoral es el gran crecimiento de este electorado crítico, no solo de contestación sino también con un proyecto definido de cambio profundo de progreso. En ese sentido, apunta a una transformación significativa de los equilibrios políticos e institucionales, en particular, en la configuración de las izquierdas, a una reorientación de la política socioeconómica y a una democratización a fondo del sistema político. 

			Es un acontecimiento histórico. Por primera vez en España, en todo el periodo democrático, las fuerzas políticas a la izquierda de la socialdemocracia superan a esta en apoyo electoral, y dejan de estar subordinadas ante su hegemonía. Las dos dinámicas son paralelas: deslegitimación y disminución de la capacidad representativa de la élite socialista; aval ciudadano a un conjunto de varios grupos sociopolíticos a su izquierda, primero social y de legitimación ciudadana y, después, como representantes políticos directos. Es decir, junto con el declive de la derecha conservadora, se ha producido un desplazamiento hacia la izquierda del electorado, fortaleciéndose un polo alternativo relevante de similar representación política (y superior legitimidad social) que la tradicional socialdemocracia. Este proceso se ha fraguado durante esos cinco años, a través de la indignación cívica contra las graves e injustas consecuencias de la crisis socioeconómica, la pugna popular contra la involución social, económica y política promovida por las dos élites gobernantes, y la defensa ciudadana de los derechos democráticos, sociales y laborales. 

			Lo más difícil ha sido la conformación de una corriente social indignada y una dinámica de protesta social progresista. Esa dinámica y los actores sociopolíticos que la han promovido han contribuido a configurar un campo social de rechazo a esa dinámica regresiva, y han apostado por un cambio socioeconómico y político profundo. Durante cinco años se han sucedido, con altibajos y de forma heterogénea, grandes, unitarias y visibles movilizaciones sociales con diversas representaciones sociales o grupos de activistas. Estaba clara la persistencia y la consistencia de ese amplio movimiento popular, de orientación progresista en lo socioeconómico y democratizador en lo político. Permanecía la incógnita de cómo se iba a traducir en el ámbito político-electoral, contando con que ambos campos obedecen y están condicionados por distintos mecanismos. Las elecciones generales de noviembre de 2011 ya constituyeron un primer aviso: amplia desafección hacia el partido socialista e incremento del voto a IU (y algo de abstención y voto en blanco). En las europeas ha cristalizado un segundo paso en el impacto electoral e institucional con un claro, aunque todavía dividido y emergente, polo político alternativo, y que a tenor de las encuestas electorales posteriores se refuerza.

			3.2.	El continuismo estratégico del aparato socialista es un callejón sin salida

			Han persistido dos fenómenos negativos. Por un lado, los planes de ajuste económico, de empleo y de derechos, protagonizados por las derechas, y una perspectiva de continuidad de la crisis, con una gestión y una salida conservadoras. Por otro lado, el continuismo de la estrategia del viejo y, probablemente, del nuevo aparato socialista. Nos detenemos en ello. 

			La ausencia de autocrítica en la dirección socialista por su política antisocial y su incumplimiento de los compromisos sociales y democráticos, la continuidad de su aparato con responsabilidades en la gestión gubernamental, el giro solo retórico de su discurso, confiando en una mejor «comunicación», y el mantenimiento de su estrategia subordinada al consenso europeo de la austeridad (flexible) y los intereses del poder establecido, han quitado credibilidad a sus esfuerzos por mantener y recuperar su electorado. Se han distanciado todavía más de la sociedad. El continuismo, con un proyecto difuso, ha profundizado la pérdida de legitimidad y confianza popular. La mayoría de su base social y electoral era progresista y de izquierdas. Pero su última gestión gubernamental, su estrategia socioeconómica y laboral y su desconsideración hacia sus compromisos sociales y valores democráticos, se pueden calificar de «derechas» y con gran déficit democrático (autoritarios), sin que el nuevo núcleo dirigente las haya cuestionado. La desconfianza ciudadana en sus líderes es evidente.

			La dirección socialista tiene un fuerte dilema. Ante su debacle electoral su reacción inmediata ha sido la renovación de su equipo dirigente. Es imprescindible pero insuficiente. No solo necesita caras nuevas, no contaminadas directamente por la gestión gubernamental pasada. Eso sería cambiar algo para no cambiar lo sustancial. Y lo fundamental es reconocer su responsabilidad por su estrategia equivocada, el fracaso de sus intentos «comunicativos», incluyendo la falta de credibilidad de su flamante proyecto de su Conferencia política y el continuismo en sus principales prioridades. No se ha vislumbrado, en la polémica interna en torno al Congreso extraordinario y las primarias, ningún debate sobre la necesidad de una fuerte reorientación de su estrategia política y de alianzas hacia una posición más social y democrática y de colaboración con las izquierdas para acabar con la hegemonía conservadora y los designios de la troika. 

			Todo lo contrario, el nuevo secretario general, Pedro Sánchez (calificado como «liberal» por Beatriz Talegón, líder de las Juventudes Socialistas, previamente a su Congreso Extraordinario), se reafirma en la continuidad de su estrategia política y socioeconómica; eso sí, con la misma pretensión de que, con mínimos cambios organizativos y comunicativos, sea suficiente para recuperar su base electoral desafecta (siete millones, dos tercios de ella desde 2008) o, al menos, detener su sangría, cosa que a tenor de las encuestas del CIS (agosto de 2014), tampoco consiguen, aunque las de Metroscopia sí lo apuntan. Su referencia es Felipe González, que acababa de plantear, ante el ascenso electoral de las fuerzas a la izquierda del partido socialista, no el establecer puentes con ellas sino preparar un pacto de Estado con el PP para garantizar la gobernabilidad compartida. También ha mencionado al italiano Mario Renzi, el cual, por cierto, aunque sea el líder del Partido Demócrata, de centro izquierda, no es socialdemócrata sino democratacristiano, expresando la impotencia de la izquierda oficial de ese país. 

			Pero sus símbolos lo son, sobre todo, por representar, en determinados momentos favorables, un amplio apoyo electoral y el acceso al poder, con políticas moderadas o centristas y acuerdos institucionales con la derecha en las llamadas cuestiones de Estado, como una de las más significativas: la reforma constitucional, bajo la presión de la troika, con la subordinación del gasto social y los derechos sociales a los intereses de los acreedores financieros de la deuda pública. Lo que olvida es que en sus comienzos representaban una aspiración de cambio sustancial respecto de las derechas respectivas (en descomposición). 

			Esa imagen se fue frustrando progresivamente en el caso español y, quizá, no tarde en el caso italiano que empieza con sus reformas regresivas, en particular, la electoral, con el pacto con la derecha de Berlusconi y el objetivo de marginar al Movimiento 5 Estrellas, y la contrarreforma laboral para precarizar el empleo. Un camino hacia las posiciones liberal-conservadoras dominantes en la UE, ya iniciado en el caso francés, que, con los nuevos planes de austeridad de Hollande-Valls, en seguida han hundido las expectativas iniciales de cambio progresista. El nuevo aparato socialista se olvida de Zapatero, adjudicándole la causa de la debacle electoral (Felipe González también terminó perdiendo las elecciones), pero, al igual que Rubalcaba, no reniega de la política liberal-conservadora y antisocial frente a la crisis del último Gobierno socialista, ni de su déficit democrático al incumplir su contrato social con la ciudadanía. 

			En consecuencia, la socialdemocracia europea, particularmente la del sur como España, con algunos matices, ha gestionado o colaborado con las políticas de recortes sociales y austeridad, ha infringido los valores y compromisos sociales y democráticos que la vinculaban a su base electoral y la mayoría ciudadana, y no es capaz de una reorientación estratégica por sus vínculos con el establishment y, por tanto, está sometida a una profunda crisis política, que afecta a su función social y representativa. De momento, no hay elementos sustantivos de «nueva» política o nuevos proyectos de cambio y, lo que es más relevante para ellos, de suficiente remontada de su credibilidad popular y su apoyo electoral con la expectativa de recuperar poder institucional. Su tentación es quedarse en cambios superficiales y, en el ámbito gubernamental y europeo, priorizar la ampliación de los acuerdos con la derecha, con su renuncia a cambios institucionales sustanciales junto con el resto de fuerzas progresistas y alternativas, cuestión que disminuiría su credibilidad ciudadana.

			Lo que se deduce es otra operación cosmética con un nuevo liderazgo, que, con nuevas promesas y retóricas supuestamente «renovadoras», practique la «vieja» política: acordar con la derecha los grandes temas de la gestión liberal de la crisis y la estabilidad institucional, y bajo los consensos europeos entre socialdemócratas y conservadores. 

			De confirmarse la opción del nuevo aparato socialista por el continuismo de su estrategia política neoliberal, estaría incurriendo en el riesgo de acentuar el alejamiento de su base social progresista, al estilo de sus colegas franceses –o griegos– (confiando quizá en que se vaya descomponiendo el apoyo centrista al PP, para recogerlo, al estilo italiano). Esa lógica sería un impedimento para garantizar el cambio institucional sustancial a corto plazo, pero, al mismo tiempo, profundizaría su declive. La «alternancia» entre los dos partidos gobernantes es cada vez más irrelevante e indiferenciada, y cobra mayor relieve la capacidad «alternativa» de las izquierdas y fuerzas progresistas y populares emergentes, en la que parte del socialismo actual podría y debería tener un papel positivo. El PSOE ha dejado de ser la referencia principal de oposición y alternativa institucional. En la mejor de las hipótesis puede nadar entre dos aguas, conservar un electorado significativo y condicionar el ritmo y las condiciones del cambio político. Pero, después de comprobar la existencia de ese campo indignado con sus políticas y sus representantes, tiene que admitir la representatividad y el protagonismo del polo alternativo que se ha conformado a su izquierda. Es un mínimo gesto democrático, solo asumido parcialmente en algunos acuerdos municipales, que combina con nuevos pasos dirigidos a deslegitimar esta nueva expresión crítica a su izquierda. 

			3.3.	Oportunidad de cambio político-institucional

			El sector desafecto con los líderes políticos del partido socialista y su política se acumulaba a otro bloque indignado, particularmente joven, que ha ido madurando estos años, aun con cierta orfandad representativa en el ámbito político-institucional. La desafección a la clase política no suponía pasar de la (acción) política, sino que significaba la crítica a esa élite dominante poco democrática, la reafirmación en la protesta social para cambiar las cosas y, adicionalmente, posibilitar el apoyo a otra representación política, coherente con esos objetivos básicos, de democratización política y giro socioeconómico. Es lo que sucedió en las elecciones europeas. Por un lado, dos millones y medio de votos menos al partido socialista; por otro lado, el millón más a Izquierda Plural y el millón doscientos cuarenta mil a Podemos. 

			Lo más llamativo ha sido el amplio apoyo a esta reciente fuerza política. Podemos ha tenido la habilidad y el acierto en sus mensajes políticos y su tipo de candidatura, innovadora, participativa y con buena capacidad comunicativa, para conectar con esa parte de la ciudadanía indignada y hacerse su portavoz político en estas elecciones. Es un gran mérito el haber conseguido ser un cauce de expresión política de la resistencia cívica a la austeridad y la exigencia democratizadora. El logro del reconocimiento ciudadano para su labor institucional y representativa corre parejo con la debida autonomía y el refuerzo de la movilización social que es la base de su legitimidad.

			En comparación con los pronósticos de diversas encuestas de opinión, el conjunto del voto a estos dos grupos de izquierda alternativa se ha visto incrementado. Pero, sobre todo, lo más sorprendente ha sido la casi igualación entre ellos (seis por cinco eurodiputados), cuando las expectativas suscitadas, en el mejor de cada caso, preveían una desproporción mayor (ocho a tres, a favor de Izquierda Plural). El choque de la dirección de IU con esta realidad, todavía más fuerte en sitios emblemáticos como Madrid y Asturias donde Podemos les ha superado, les debe permitir iniciar una reflexión profunda sobre sus limitaciones políticas, organizativas y de forma de tejer alianzas, que les han dificultado para obtener la confianza de un amplio segmento crítico con el poder. Su mayor peso político y de estructura organizativa les convertía en un eje fundamental para conformar, desde el respeto a la pluralidad de las distintas fuerzas alternativas y con exquisito talante democrático, mayor convergencia y arraigo local. 

			 Respecto del núcleo promotor de Podemos y su base asociada, ya hemos adelantado su enorme mérito al saber encauzar y representar en el ámbito político-electoral gran parte de la indignación ciudadana y la protesta social. El éxito de la significativa e inesperada dimensión de su representación política les exige una nueva e importante responsabilidad. Los desafíos son inmensos y se podría decir que lo realmente dificultoso y complejo empieza ahora. Dejando al margen el imprescindible reto colectivo, en la esfera sociopolítica, de consolidar el movimiento popular, con el apoyo de la mayoría de la sociedad, en torno a una salida equitativa y democrática de la crisis, se trata de cómo configurar la apuesta, en el ámbito electoral y político, por un profundo cambio institucional que acabe con esta época y asegure un periodo progresivo y una perspectiva constituyente de una democracia avanzada y más igualitaria. Sus desafíos inmediatos, al menos, son tres: primero, profundizar el programa básico alternativo a la austeridad, los recortes y la involución social y democrática, como referencia de las aspiraciones de la ciudadanía activa; segundo, enraizar su proyecto y su liderazgo político entre la población indignada, fortaleciendo el tejido asociativo y la participación democrática, y establecer un tipo de relaciones, iniciativas y alianzas unitarias; tercero, dotarse de los instrumentos organizativos, con mecanismos cada vez más complejos, pero funcionales, transparentes y democráticos. 

			La base social indignada estaba prácticamente construida en el plano social; una parte relevante de ella se sumó electoralmente a Izquierda Plural y otra similar  confió en la representación política de Podemos. Desde entonces, ambas dinámicas deben asumir el desafío de seguir mereciendo su apoyo y ampliarlo a la mayoría de la sociedad junto con las demás fuerzas alternativas. Y conducirlo unitariamente hasta derrotar a los poderosos y garantizar un avance sustantivo hacia una democracia social más justa, con una ciudadanía social plena e integradora, al mismo tiempo que con un nuevo equilibrio territorial. No es poco, pero es la oportunidad y el horizonte que se han abierto, por primera vez en España, desde la Transición política. 

			Por tanto, la perspectiva inmediata es la reafirmación de las izquierdas y fuerzas alternativas emergentes y el desalojo del poder institucional a las derechas, en los procesos electorales siguientes –municipales, autonómicos–, particularmente en territorios donde se ha instalado casi como un régimen conservador y atravesado por la corrupción, como Madrid, la Comunidad Valenciana o Navarra. Después en las elecciones generales garantizar el cambio político progresista, con un giro igualitario de la política socioeconómica, un impulso democratizador de las instituciones políticas, un arreglo compartido en la cuestión territorial y una relación de la Unión Europea más solidaria y respetuosa con España y los países periféricos.

			4.	Nuevo ciclo del cambio político

			Los resultados de las recientes elecciones municipales y autonómicas reflejan un paso relevante en la dirección del cambio político. El desplome del PP, junto con el ligero declive o estancamiento del PSOE y el avance significativo de Podemos y las fuerzas alternativas, consolidan el nuevo ciclo de cambio institucional. 

			4.1.	El cambio se refuerza

			Veamos algunos datos concretos de la realidad producida por la ruptura de la simple alternancia del bipartidismo y el reequilibrio hacia dinámicas alternativas con la aparición del tercer y diverso actor político, representativo de una amplia y consistente corriente social crítica y alternativa. 

			Primero, la dimensión del batacazo del PP, respecto de las anteriores elecciones municipales de 2011, ha sido monumental, en votos (2,5 millones menos) y en porcentaje (10,5 puntos menos), hasta situarse en el 27% y 6 millones de votos. En términos de control del poder institucional es todavía mayor su pérdida: no alcanza mayoría absoluta en ninguna comunidad autónoma y, particularmente, pierde ayuntamientos tan significativos como Madrid, Sevilla o Valencia. 

			Ese descenso electoral no ha sido compensado por el ascenso de Ciudadanos (millón y medio de votos y 6,6%). Este partido emergente ha recogido un significativo apoyo para su cambio «sensato»: frenar algo la corrupción y la degradación de la vieja política pero reforzar las estrategias económicas y sociales dominantes. No obstante, respecto de las expectativas, su resultado ha sido discreto. Su llave para garantizar el continuismo del centro-derecha es menor en términos cuantitativos, aunque puede apuntalar al PP en cuatro comunidades autónomas (Castilla-León, Murcia, Rioja y, especialmente por su importancia, Madrid). Así lo ha hecho. No obstante, dado su discurso regeneracionista frente a la corrupción, para incrementar su legitimidad de cara a las elecciones generales tiene la dificultad para implicarse abiertamente en la gobernabilidad dirigida por el PP y debe aparecer algo diferenciado. 

			Segundo, el PSOE sigue en declive histórico en su representatividad o legitimidad social. Desde las elecciones de 2007 (34,92%) hasta las de 2011 (27,79%) perdió más de siete puntos. En las actuales de 2015 ha vuelto a bajar (25,03%) casi otros tres puntos y 0,6 millones de votos, aunque llega a 5,6 millones de votantes. Se ha recuperado algo desde las elecciones europeas del año pasado (23%), apenas dos puntos porcentuales, aunque sus portavoces ponen el acento en el ascenso de dos millones de votantes, derivado solo de una mayor participación general (veintidós puntos más). Por tanto, la realidad es que siguen en sus mínimos electorales, lo cual les requiere algo de modestia, y expresa que la ligera recuperación porcentual no asegura su crecimiento exponencial en el futuro, aunque sí puede garantizar ese suelo mínimo de un cuarto de papeletas emitidas. Su oferta de cambio seguro, es decir, de poco cambio y mucho de continuismo estratégico, todavía ha tenido una importante credibilidad, pero es insuficiente para asegurar un fuerte crecimiento. Ante el fuerte descenso del PP, se le ha acercado en votos y porcentaje (no llega a medio millón y dos puntos de diferencia), aunque ambos (el bipartidismo) apenas superan la mitad del electorado (52%). Pero, sobre todo, ese casi empate con el PP y el peso significativo de las candidaturas alternativas, partidarias del desalojo de la derecha, le posibilitan el acceso a mayores cuotas de poder autonómico y municipal. El estancamiento representativo en un suelo de mínimos se combina con mayor cuota de poder institucional.

			Tercero, hay que destacar el acierto de las candidaturas populares unitarias, apoyadas por Podemos pero que han superado el apoyo directo a este partido en sitios significativos. Particularmente, por su impacto social y valor político, las de Ahora Madrid y Barcelona en Comú. Pero además también han tenido mayor éxito otras candidaturas con una mayor convergencia con otras fuerzas políticas y sectores independientes como en Galicia (particularmente en La Coruña y Santiago), Zaragoza, Cádiz o Valencia (en este caso de la mano de Compromís). 

			En ese sentido, la estrategia de Podemos de ampliar con otros actores políticos y sociales la composición de las candidaturas municipales se ha demostrado acertada. El resultado ha sido el mayor apoyo electoral conseguido por estas candidaturas de unidad popular, más abiertas y plurales respecto de las propias de Podemos en las elecciones autonómicas. Su decisión de promover esas candidaturas más amplias, con sectores independientes y otros grupos sociales y políticos, tenía una motivación defensiva, al no contar con una sólida estructura territorial. Pero esa experiencia unitaria, en los sitios con esas condiciones específicas de amplitud, integración y liderazgo social, señalan un camino a recorrer con el objetivo de ensanchar la base social por el cambio y posibilitar una colaboración y protagonismo adecuados al resto de fuerzas sociales y políticas alternativas. 

			Al mismo tiempo, en ayuntamientos relevantes han conseguido superar en representatividad al PSOE. Por tanto, esa estrategia ha permitido un reequilibrio más favorable de las fuerzas alternativas por un cambio sustancial frente a los riesgos de un simple cambio «seguro», con total hegemonía del partido socialista. Tiene no solo un valor simbólico y cultural, sino que demuestra la brecha sociopolítica conseguida frente al poder de las derechas y la ventaja respecto del partido socialista. Al mismo tiempo, conlleva una gran responsabilidad institucional que va a ser enjuiciada por la ciudadanía. Como avanzadilla puede ser un factor de fortalecimiento para toda la corriente política que representa (o de debilitamiento si se cometen errores graves).

			En conclusión, el PSOE ha tenido los peores resultados en unas elecciones municipales desde el comienzo de la democracia. Ha vuelto a descender cerca de 0,7 millones de votos desde las elecciones municipales de 2011 (en las que había perdido cerca de 1,5 millones respecto de las anteriores de 2007). No obstante, se ha recuperado ligeramente respecto de la mayor debacle de las elecciones europeas de 2014, y mantiene un suelo significativo de la cuarta parte de los votos. Podemos y las fuerzas alternativas han conseguido un respaldo ciudadano meritorio. No obstante, en general, el respaldo electoral a Podemos y las fuerzas afines es insuficiente para imprimir hoy una reorientación profunda de las políticas y la gestión en la mayoría de instituciones autonómicas y locales. No han expresado suficiente fuerza y apoyo electoral para poder superar al PSOE. Pero esa visión de las medias comparativas entre Podemos y PSOE, a la que se acoge este último,  oculta una distribución irregular entre diversos territorios e instituciones e, incluso, edades. Debe ser complementada con la valoración de la tendencia materializada en algunas grandes ciudades. Así, en los sectores más dinámicos, jóvenes, capas populares o clases medias empobrecidas, existe un mayor equilibrio entre ambas corrientes políticas, e incluso los votos alternativos superan ampliamente la representatividad del partido socialista (en algunos barrios madrileños o barceloneses la ventaja ha sido de treinta puntos, con hasta el 40% para la candidatura  de unidad popular y apenas el 10% para la socialista).  

			La combinación de esos tres factores, fuerte declive del PP, descenso del PSOE y ascenso de Podemos y el resto alternativo, ha generado un vuelco en la dinámica política, favorable al desalojo institucional de la derecha y la consolidación de la apertura del cambio político. 

			La dirección del partido socialista enseguida ha destacado la media de los resultados autonómicos con la idea de que son la referencia principal para el cambio. Sin embargo, la situación actual es distinta a la de épocas anteriores en la que el partido socialista podía disponer de una posición completamente hegemónica o imponer una posición muy subordinada de otras fuerzas de izquierda, como ha sido la experiencia con Izquierda Unida en distintas comunidades autónomas. Ahora, Podemos (o Compromís en la Comunidad Valenciana) tienen un peso mucho mayor y existe un mayor equilibrio. Pero, sobre todo, la mayor representatividad conseguida por las fuerzas alternativas en varios de los mayores ayuntamientos respecto del PSOE hace que la hegemonía de la gestión y el programa a aplicar sea de las primeras y el partido socialista tenga que aceptar una posición subordinada de colaboración y acuerdos. Es una experiencia inédita que la dirección socialista debe asimilar, si quiere realmente participar en una dinámica de cambio, aunque sea pactado o intermedio, en estos ámbitos locales menos condicionados por los poderes económicos y las estrategias liberal-conservadoras del contexto europeo.

			Es cierto que una parte significativa de los electorados del partido socialista y de Ciudadanos han confiado en esas primeras garantías de cambio limitado, infravalorando las consecuencias negativas de prolongar una dinámica económico-social injusta o solo el remozamiento del sistema político. Es decir, han expresado la falta de confianza en un cambio más profundo y en las nuevas élites que lo representan. En el horizonte está el reto de ampliar la base social alternativa para conseguir mayoría relativa en las elecciones generales y poder llevar a cabo una transformación sustantiva, con los acuerdos necesarios. Junto con el afianzamiento de las propias bases sociales, incluida la incorporación de sectores abstencionistas, se trata de conseguir una mayoría social por un cambio sustancial y convencer a esa parte de la sociedad todavía partidaria de un cambio moderado o parcial para que se implique en un auténtico cambio de políticas socioeconómicas y de profunda democratización política. 

			En ese sentido es acertada la doble posición de Podemos y las fuerzas alternativas de garantizar el desalojo de la derecha, apoyando con condiciones la investidura de gobiernos progresistas pero sin participar en su gestión, y concentrarse en una labor de oposición rigurosa a gobiernos socialistas (aparte de los de derechas) y de estímulo de la participación cívica. Esta situación de hegemonía relativa socialista solo permite opciones de cambio muy limitadas, pero positivas respecto del continuismo de la derecha. Al mismo tiempo, la labor de control democrático y oposición social y política, así como la gestión directa de las instituciones bajo su responsabilidad facilitan a Podemos y grupos aliados y afines, avanzar en el camino del cambio. En el plano simbólico y cultural, en los beneficios directos para la gente y en los dos campos fundamentales del cambio político: democratización del sistema político y defensa de los derechos sociales junto con una política económica más justa. Por tanto, esa opción estratégica frente al continuismo institucional y económico ofrece mayores posibilidades de legitimidad ciudadana; permite fortalecer la expectativa de incrementar la representatividad para alcanzar una mayoría relativa en las elecciones generales, en particular respecto del partido socialista, para condicionar su estrategia y poder imprimir una dinámica de cambio sustantivo. 

			4.2.	La hegemonía del cambio

			La ciudadanía ha hablado a través de las urnas. Se ha consolidado la apertura del camino para el cambio político e institucional. El bipartidismo imperfecto de los dos grandes partidos gobernantes suma apenas la mitad del electorado municipal (52%): PP, el 27%, y PSOE, el 25%. Todavía tienen, respectivamente, 6 y 5,6 millones de votos. Pero ya no constituyen el sistema exclusivo de alternancia en las principales instituciones autonómicas y locales, por la aparición de un tercer actor político, todavía algo fragmentado, pero con una importante representatividad, similar a la del partido socialista. 

			El conjunto de candidaturas de unidad popular (apoyadas por Podemos y otros grupos como ICV-EUiA en Cataluña, Anova en Galicia y Equo y sectores de IU en distintos sitios) han recibido 3,5 millones de votos (15,7%), y sumados a los de IU (un millón) y grupos afines como Compromís, el total alcanza cerca de 5 millones, es decir, un nivel cercano al del PSOE. Podemos, junto con diversas fuerzas alternativas y candidaturas populares, puede constituir y condicionar gobiernos de progreso. No se han generalizado las bases para sustentar un cambio sustancial, pero el avance conseguido en esa dirección sí es importante y de gran impacto simbólico y político. 

			A ello hay que añadir la aparición de Ciudadanos (1,5 millones y 6,6%), con su cambio «sensato» y comodín ambivalente para PP o PSOE. 

			Se trata de profundizar en qué tipo de cambio ha sido avalado por la ciudadanía, cuál es la hegemonía de las distintas fuerzas políticas que puede condicionar, representar y dirigir ese cambio y qué relación comparativa tienen sus bases sociales de apoyo y, por tanto, su capacidad transformadora. Todo ello con una visión dinámica y con la perspectiva de su evolución hasta las elecciones generales, donde se ventila el carácter y la profundidad de la democratización política y el necesario giro socioeconómico. 

			Tres rasgos principales reflejan los resultados electorales: 1) el fracaso del continuismo del PP, con una gran pérdida de su legitimidad social y, especialmente, de su gran control del poder autonómico y municipal; 2) la persistencia de un amplio sector social con componentes progresistas pero remisos a un giro socioeconómico relevante y a una regeneración democrática profunda; reflejo de esto es la expresión de un significativo electorado, por una parte, del PSOE con su cambio «seguro» pero muy limitado, y, por otra parte, de Ciudadanos, con su cambio «sensato», en aspectos como la lucha contra la corrupción, pero con una política económica neoliberal; 3) la consistencia y relevancia de la dinámica ciudadana de cambio real, con la fuerte representatividad de Podemos y el resto de fuerzas alternativas, con especial importancia de las candidaturas populares más amplias y unitarias como Madrid, Barcelona y otras grandes capitales. 

			La combinación de esos tres aspectos supone un desplazamiento de la población hacia la izquierda o a la reafirmación popular contra las políticas y los responsables de la austeridad y la prepotencia y la corrupción institucionales y a favor de la justicia social y la regeneración democrática. Son componentes programáticos ineludibles para la transformación social, política y económica en este nuevo ciclo de cambio institucional.

			Esta tendencia electoral de rechazo a la gestión antipopular del PP ha producido su desalojo de gran parte de su poder institucional, pero ha dejado abierta la composición de los nuevos gobiernos municipales y autonómicos. Frente a la debacle del PP se ha producido una realidad doble y diversa en su plasmación territorial que condiciona la configuración de los tipos de gobiernos de progreso y la dimensión y profundidad de sus cambios programáticos y de gestión. Uno de los aspectos más relevantes es la relación comparativa entre PSOE y Podemos y el resto de fuerzas alternativas. Su análisis está sometido no solo a la legitimación de los liderazgos y las estrategias respectivos, sino que condiciona las negociaciones y los acuerdos para definir el tipo, la composición y la gestión de los gobiernos locales y autonómicos, la hegemonía en la representación ciudadana, la articulación de las medidas inmediatas, la perspectiva para las elecciones generales y la apuesta sobre el tipo de cambio que se podrá implementar.  

			La media de los resultados autonómicos del PSOE (25%) es superior a la de Podemos (14%), en unos once puntos, es decir, el partido socialista todavía mantiene una ventaja significativa. No obstante, la distribución territorial de esa superioridad del PSOE es desigual. Las distancias son menores en algunas comunidades autónomas (Aragón, 4 puntos; Asturias, 7; Madrid, 7) y en otros territorios son mayores (Castilla-La Mancha, 17; Extremadura, 32). Pero si añadimos los resultados de Podemos a los de otras fuerzas alternativas, el total  de ellas, en varios ámbitos, alcanza una mayor representatividad y ventaja que el partido socialista. Por ejemplo, sumando Compromís en la Comunidad Valenciana –9– y Geroa Bai, EH-Bildu e Izquierda-Esquerra en Navarra –19–; y prácticamente empatando sumando CHA e IU en Aragón o IU en Asturias. Por tanto, en las elecciones autonómicas, entre las fuerzas progresistas la hegemonía del PSOE, que tanto proclaman sus portavoces, no es absoluta.  

			No obstante, esta circunstancia de adelantamiento alternativo al PSOE se produce más claramente en el ámbito municipal, en grandes capitales, con importante impacto político y con candidaturas amplias y mayor convergencia de fuerzas políticas, como Barcelona en Comú y Ahora Madrid, representadas por personas independientes y gran liderazgo: Ada Colau y Manuela Carmena. Así, los resultados municipales en varias ciudades relevantes, como Madrid (31,8%), Barcelona (25,2%), Cádiz (27,9%), Zaragoza (24,5%), La Coruña (30,9%) o Santiago (34,6), han superado ampliamente el voto al PSOE y han facilitado su liderazgo del cambio y el sentido de su orientación. Pero, además, estas candidaturas de unidad popular, no de forma generalizada en todos los municipios pero sí en estas ciudades, en las que han existido una mayor convergencia de fuerzas políticas, una base social más dinámica y con arraigo asociativo y un mejor discurso y liderazgo, han obtenido un apoyo superior al techo medio de Podemos en su voto autonómico. 
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